Bukele y el legado de Morazán en Centroamérica
Comparar a Nayib Bukele con Francisco Morazán exige examinar qué propone y qué hace un dirigente por la unidad centroamericana. La popularidad, los resultados de su gobierno y las referencias al prócer pueden despertar esa asociación, pero no bastan para sostenerla. Una comparación fundada requiere un proyecto regional, compromisos entre Estados e instituciones capaces de dar continuidad a los acuerdos.
Morazán ocupa un lugar fundamental en la historia de Centroamérica por su defensa de la unión. Su proyecto federal respondió a las circunstancias y disputas de su época. La integración contemporánea, en cambio, se desarrolla entre Estados soberanos, con ordenamientos constitucionales propios y obligaciones internacionales. Su legado puede orientar los esfuerzos actuales, siempre que se comprendan esas diferencias.
La aspiración de unidad conserva presencia en los textos constitucionales de varios países que integraron la República Federal de Centroamérica. Honduras expresa en el preámbulo de su Constitución su fe en la restauración de la unión centroamericana; Guatemala contempla la unión política o económica; El Salvador prevé la reconstrucción de la República de Centro América; y Nicaragua propugna la reconstrucción de la unidad centroamericana. Estas disposiciones tienen alcances distintos, pero muestran que el ideal unionista permanece como una referencia para la región.
Su presencia constitucional, sin embargo, no equivale a un acuerdo sobre cómo realizarlo. Una eventual unión política requeriría definir sus objetivos, competencias, mecanismos de representación y garantías para los habitantes de los Estados participantes. También exigiría cumplir los procedimientos constitucionales correspondientes y construir un respaldo ciudadano informado.
Desde esta perspectiva, cualquier identificación de un dirigente con Morazán debería evaluarse mediante preguntas concretas: ¿promueve acuerdos regionales duraderos? ¿Fortalece las instituciones comunes? ¿Acepta compromisos recíprocos y mecanismos de decisión compartidos? Las respuestas permitirían valorar su contribución a la unidad con mayor precisión que las semejanzas simbólicas o la proyección personal.
En el caso de Bukele, conviene distinguir su gestión dentro de El Salvador, su influencia sobre la opinión pública de los países vecinos y su eventual contribución a la integración centroamericana. Cada dimensión merece una valoración propia. Los resultados de un gobierno pueden despertar interés fuera de sus fronteras sin constituir, por ese solo hecho, un proyecto de unidad regional.
Para Honduras, corresponde examinar las implicaciones de esa influencia sobre sus intereses nacionales. La admiración de una parte de la ciudadanía por un liderazgo extranjero no constituye, en sí misma, una amenaza. Puede expresar expectativas de seguridad, justicia y servicios públicos que las instituciones nacionales no han satisfecho. Descalificar esa preferencia dificultaría comprender sus causas y responder a ellas.
Honduras puede aprender de experiencias externas mediante una evaluación propia, atendiendo a su realidad institucional y social. Esa evaluación debe considerar los resultados, las condiciones que los hicieron posibles y sus costos. La eficacia de una política pública merece valorarse junto con el respeto a los derechos, los controles democráticos y la capacidad de mantener sus logros.
La misma precisión debe aplicarse a las relaciones entre gobiernos. Una declaración crítica, una expresión ofensiva y una actuación dirigida a condicionar decisiones soberanas tienen alcances diferentes. Cuando se considere que una conducta afecta los asuntos internos de Honduras, será necesario identificar los hechos, su contexto y sus efectos antes de formular una conclusión jurídica o estratégica.
La defensa de la soberanía protege la capacidad del Estado y de su población para decidir conforme a su ordenamiento jurídico. No debe servir de pretexto para evitar que la ciudadanía examine y cuestione la actuación de sus autoridades. A su vez, las diferencias entre gobiernos deben tramitarse con respeto y mediante los canales diplomáticos pertinentes. La Carta de la Organización de los Estados Americanos proporciona un marco para rechazar la intervención y las medidas coercitivas que buscan subordinar la voluntad de otro Estado.
La cooperación con El Salvador debe evaluarse con igual objetividad. Cuando beneficie a la población hondureña, corresponde reconocer su utilidad y procurar su continuidad mediante acuerdos transparentes. La seguridad fronteriza, la facilitación del comercio y la atención a las comunidades de ambos lados de la frontera ofrecen oportunidades para establecer relaciones sostenidas, con responsabilidades definidas y resultados verificables.
El Sistema de la Integración Centroamericana proporciona un marco institucional para desarrollar esa cooperación. El Protocolo de Tegucigalpa vincula la integración con la democracia, los derechos humanos, el desarrollo y la solución pacífica de controversias. Estos compromisos ofrecen criterios para valorar las propuestas regionales y procurar que sus beneficios perduren más allá de los gobiernos que las impulsan.
Honduras debe sostener una relación con sus vecinos basada en intereses definidos, capacidad de negociación y cumplimiento de los acuerdos. Su fortaleza dependerá también de la legitimidad de sus instituciones y de su capacidad para ofrecer seguridad, justicia y oportunidades. La influencia de liderazgos externos puede servir como una señal de las expectativas ciudadanas que requieren mayor atención.
Vincular a Bukele, o a cualquier otro dirigente, con Morazán exige demostrar una contribución a la unidad centroamericana que pueda mantenerse más allá de su liderazgo personal. El legado del prócer pertenece al patrimonio histórico de la región. Honrarlo requiere convertir la aspiración de unidad en acuerdos legítimos, instituciones eficaces y beneficios duraderos para los pueblos centroamericanos.
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